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Heroica Puebla de Zaragoza, doce de junio de dos mil veintiséis.  

Sentencia que declara infundados los agravios hechos valer en el 

Juicio para la protección de los derechos político-electorales de la 

Ciudadanía, promovido por Guillermina Gómez Andón, Inspectora 

Auxiliar de la Comunidad de San José Tetla, en Piaxtla, Puebla. 

GLOSARIO 

Actora, parte actora, 
promovente: 

Guillermina Gómez Andón, Inspectora Auxiliar 
de la comunidad de San José Tetla, en Piaxtla, 
Puebla.   

Autoridad responsable, 
Ayuntamiento 
responsable: 

Ayuntamiento de Piaxtla, Puebla.  

Constitución General: Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. 

Código Electoral Local: Código de Instituciones y Procesos Electorales 
del Estado de Puebla. 

Juicio de la Ciudadanía:  Juicio para la protección de los derechos 
político-electorales de la Ciudadanía. 

Sala Superior: Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación. 

Tribunal, Tribunal 
Electoral, Organismo 
Jurisdiccional: 

Tribunal Electoral del Estado de Puebla. 
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  1. ANTECEDENTES 

Se exponen los hechos que se desprenden de la demanda y de las 

constancias que obran en el expediente. 

I. Plebiscitos para la elección de Inspectorías Auxiliares. El 

veintiséis de enero de dos mil veinticinco se celebró el plebiscito en el 

que resultó ganadora la promovente como Inspectora Auxiliar en la 

comunidad de San José Tetla, en Piaxtla, Puebla; y tomó protesta el 

catorce de febrero del mismo año.  

II. Juicio de la Ciudadanía. El nueve de marzo de dos mil veintiséis, 

la parte actora presentó Juicio de la Ciudadanía en la Oficialía de 

Partes de este Tribunal.  

III. Registro y trámite. Mediante acuerdo de esa misma fecha, se 

ordenó formar el expediente, y registrarlo con la clave TEEP-JDC-

014/2026. Se turnó a la ponencia del Magistrado Israel Argüello Boy, 

para que instruyera lo correspondiente hasta dejarlo en estado de 

resolución; asimismo, se ordenó al Ayuntamiento de Piaxtla, Puebla 

realizara el trámite de publicitación y remitiera el informe 

correspondiente.   

IV. Integración del expediente. El catorce y veintisiete de mayo, se 

requirió al Ayuntamiento de Piaxtla, Puebla, para que remitiera diversa 

información.  

V. Escrito de la actora. El dos de junio se recibió en Oficialía de 

Partes de este Tribunal, un ocurso signado por la promovente, en la 

que solicitó se admitiera su medio de impugnación.  

VI. Cierre de instrucción y sesión pública. En su oportunidad, se 

cerró la instrucción y se determinó que se tenían los elementos 

suficientes para emitir la sentencia; por lo que, se ordenó celebrar la 

sesión pública correspondiente, con el fin de someter a discusión y 

votación el presente proyecto, al tenor de lo siguiente: 

2. JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA 

Este Tribunal es competente para conocer y resolver el presente 

asunto, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 116, fracción 
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IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 3, 

fracción IV, de la Constitución del estado de Puebla; 1, fracciones V y 

V; 3, 325, 338, fracción III; 353 Bis y 354, párrafo segundo, del Código 

Electoral Local. 

Lo anterior, por tratarse de un Juicio de la Ciudadanía promovido por 

la Inspectora Auxiliar de la Comunidad de San José Tetla, en Piaxtla, 

Puebla, por el que controvierte la presunta omisión de pago de 

retribuciones inherentes al cargo que desempeña, pues considera que 

se vulnera su derecho político-electoral de ser votada, en su vertiente 

de acceso y ejercicio efectivo del cargo para el que fue electa. 

Por tanto, se trata de una controversia vinculada con los derechos 

político-electorales de una ciudadana, en el ámbito estatal, por lo que 

este Tribunal es competente para conocer y resolver el presente 

asunto, en ejercicio de la jurisdicción que le confiere la normatividad 

aplicable. 

3. PROCEDIBILIDAD  

La demanda cumple con los requisitos de procedencia por lo siguiente: 

a. Forma. En términos de lo señalado en el artículo 361 del Código 

Electoral Local, la parte actora presentó su demanda por escrito, en la 

misma constan su nombre y firma autógrafa, domicilio y persona 

autorizada para recibir notificaciones, el acto que combate y la 

autoridad responsable; así como, los hechos y agravios en que basa 

su impugnación; asimismo, ofreció las pruebas que consideró 

pertinentes. 

b. Oportunidad. El medio de impugnación es oportuno, ya que la 

omisión de pago de remuneraciones es de tracto sucesivo. Ello, ya 

que la supuesta omisión se actualiza de manera periódica y 

continua, lo que al parecer genera una afectación reiterada a los 

derechos de la parte actora en el ejercicio del cargo. 

En ese sentido, el plazo para impugnar no se agota en un solo 

momento, sino que se renueva con cada aparente incumplimiento, por 

lo que, al persistir la omisión a la fecha de presentación de la demanda, 

resulta oportuna. Esto conforme con lo establecido en la jurisprudencia 

6/2007, de la Sala Superior de rubro: “PLAZOS LEGALES. 
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CÓMPUTO PARA EL EJERCICIO DE UN DERECHO O LA 

LIBERACION DE UNA OBLIGACIÓN, CUANDO SE TRATA DE 

ACTOS DE TRACTO SUCESIVO1”.  

c. Legitimación. De acuerdo con lo señalado en el artículo 355, del 

Código Electoral Local, la parte actora tiene legitimación porque, 

comparece por derecho propio, y ocupa el cargo de Inspectora 

Auxiliar, aduciendo una vulneración de su derecho político electoral de 

ser votada en su vertiente de ejercicio efectivo del cargo por la posible 

omisión del pago de sus remuneraciones. 

d. Interés jurídico. La promovente cuenta con interés jurídico, según 

lo previsto en el artículo 353, Bis, fracción III2, del citado código; ya 

que afirma tener una afectación directa a su derecho de ser votada, 

relacionada con el ejercicio del cargo. 

4. PLANTEAMIENTO DEL CASO  

La parte actora mediante plebiscito fue electa el veintiséis de enero de 

dos mil veinticinco, para ocupar el cargo de Inspectora Auxiliar de la 

comunidad de San José Tetla, en el municipio de Piaxtla, Puebla. El 

nueve de febrero del mismo año, el Ayuntamiento de ese municipio, le 

otorgó el nombramiento respectivo; y el catorce de febrero siguiente, 

tomó protesta del cargo.  

Refiere que, desde la fecha en que tomó protesta, y hasta el momento 

que presentó su demanda, se le adeudan las quincenas y prestaciones 

de seguridad social a que aduce tener derecho, consistentes en 

beneficios de asistencia médica, aguinaldo, prima vacacional y días de 

vacaciones.  

5. AGRAVIOS DE LA PROMOVENTE 

1) Vulneración al derecho de recibir una remuneración adecuada 

por el ejercicio del cargo. 

 
1 Consultable en Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación, Año 1, Número 1, 2008, páginas 31 y 
32.  
2 Considere que un acto o resolución de la autoridad es violatorio de cualquier otro 
de los derechos político- electorales a que se refiere el primer párrafo del presente 
artículo. 
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La parte actora sostiene que, la autoridad responsable ha incurrido en 

una omisión al no otorgarle una remuneración adecuada por el 

desempeño del cargo de Inspectora Auxiliar, pese a ejercer funciones 

públicas dentro de la administración municipal. Refiere que dicha 

omisión contraviene lo previsto en los artículos 115 y 127 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en los que se 

reconoce que, las personas servidoras públicas deben percibir una 

remuneración proporcional, equitativa e irrenunciable, contemplada en 

el presupuesto correspondiente. Asimismo, sostiene que la autoridad 

responsable tiene la obligación de realizar las gestiones 

presupuestales necesarias para cubrir las percepciones que reclama. 

2) Vulneración al derecho a una justa retribución y prestaciones 

de seguridad social inherentes al cargo 

La promovente refiere que la falta de pago vulnera el artículo 5 de la 

Constitución General, al implicar la prestación de servicios sin justa 

retribución. Asimismo, manifiesta que, la omisión de pago afecta sus 

derechos reconocidos en el artículo 123, apartado B, de la referida 

Constitución General, relativos a percibir salario, vacaciones, 

aguinaldo, prima vacacional, descanso y seguridad social, pues 

considera que dichas prerrogativas resultan aplicables a quienes 

desempeñan cargos públicos, por lo que tiene el derecho de recibir 

tales prestaciones.  

6. PRETENSIÓN Y CAUSA DE PEDIR 

La pretensión de la promovente es que este Tribunal Electoral ordene 

a la autoridad responsable realice el pago de dietas y prestaciones de 

seguridad social, desde que tomó protesta como Inspectora Auxiliar 

de la comunidad de San José Tetla, en Piaxtla, Puebla, hasta que se 

regularicen de manera mensual.  

Su causa de pedir la sustenta en la omisión del Ayuntamiento 

responsable, de otorgarle una remuneración económica acorde con su 

cargo y funciones como Inspectora Auxiliar.  

Por otra parte, cabe decir que, para su estudio, los agravios se 

analizarán en forma conjunta, atento a su íntima relación, lo cual no le 
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genera perjuicio alguno, ya que lo fundamental es que su demanda se 

analice en su integridad3. 

7. MARCO JURÍDICO APLICABLE 

a) Derecho de la ciudadanía y personas servidoras públicas.  

El artículo 35, fracción VI de la Constitución General establece que, es 

un derecho de la ciudadanía, poder ser nombrado para cualquier 

comisión o empleo del servicio público, teniendo las calidades que 

establezca la ley. Así mismo la Constitución Política del Estado Libre 

y Soberano de Puebla, en su artículo 20, fracción III, salvaguarda este 

derecho en el ámbito local. 

Por su parte, el artículo 108 de la Constitución General determina 

quiénes tienen el carácter de personas servidoras públicas y delimita 

el ámbito de responsabilidades derivadas del ejercicio de un empleo, 

cargo o comisión en el servicio público.  

b) Autonomía hacendaria de los municipios. 

La Constitución General, en su artículo 115 reconoce al municipio 

libre, como base de la organización política y administrativa de las 

entidades federativas, dotándolo de autonomía para administrar su 

hacienda, organizar su estructura administrativa y aprobar sus 

presupuestos de egresos.  

Mientras que el artículo 127, dispone que toda persona servidora 

pública únicamente podrá recibir una remuneración adecuada e 

irrenunciable que se encuentre determinada anual y equitativamente 

en los presupuestos correspondientes. En concordancia con ello, el 

artículo 134 prevé que los recursos económicos de los municipios 

deberán administrarse con eficiencia, eficacia, economía, 

transparencia y honradez, observando en todo momento los principios 

de legalidad y racionalidad en el ejercicio del gasto público. De esta 

manera, se condiciona cualquier percepción económica con cargo al 

 
3  Jurisprudencia 4/2000, de rubro: “AGRAVIOS, SU EXAMEN EN CONJUNTO O 
SEPARADO, NO CAUSA LESIÓN”; publicada en Justicia Electoral. Revista del 
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, Suplemento 4, Año 2001, 
páginas 5 y 6. 
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erario municipal a la existencia de una previsión normativa y 

presupuestal previamente aprobada por el Ayuntamiento.   

Por otra parte, el artículo 103, fracción III, inciso c) de la Constitución 

Política del Estado Libre y Soberano de Puebla reconoce que los 

municipios cuentan con personalidad jurídica, patrimonio propio y 

facultades para aprobar su presupuesto de egresos, incluyendo las 

remuneraciones de las personas servidoras públicas municipales. 

Asimismo, establece que dichas remuneraciones deben sujetarse a 

principios de proporcionalidad, racionalidad y transparencia.  

c) De las Inspectorías Auxiliares.  

Los artículos 234, 235, 236 y 237 de la Ley Orgánica Municipal del 

Estado de Puebla establecen las bases para la organización territorial 

de las secciones dentro de barrios, rancherías o centros de población, 

señalando que los mismos podrán integrarse tomando como 

referencia las condiciones geográficas y demográficas de cada 

comunidad. 

Por su parte, el artículo 238 dispone que en cada sección se nombrará 

una persona inspectora propietaria y una suplente, quienes deberán 

residir en la sección correspondiente y serán designadas conforme al 

procedimiento de elección que determine el Ayuntamiento. 

Asimismo, el artículo 239 prevé expresamente que las personas 

inspectoras auxiliares tienen el carácter de Agentes Auxiliares y sus 

funciones se desarrollan sujetas al Ayuntamiento o a la Junta Auxiliar. 

De igual forma, el artículo 240 establece que los deberes y 

atribuciones de las personas inspectoras serán aquellos previstos en 

el reglamento respectivo, sujetándose al principio de legalidad y a las 

facultades expresamente conferidas por la normativa municipal. 

Por otro lado, el artículo 241 señala como requisitos para ocupar dicho 

cargo ser ciudadano del municipio en ejercicio de sus derechos 

políticos y civiles, residir en la sección correspondiente y saber leer y 

escribir. 
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Finalmente, el artículo 242 dispone expresamente que el cargo de 

inspector de sección es honorifico y será desempeñado por la persona 

nombrada mientras no sea sustituida por otra, a juicio de la autoridad 

municipal.  

8. ESTUDIO DE FONDO 

Los agravios hechos valer por la promovente, son infundados, como 

se explica a continuación.  

1) Vulneración al derecho de recibir una remuneración adecuada 

por el ejercicio del cargo.  

En principio, cabe precisar que, el artículo 189, de la Ley Orgánica 

Municipal señala: 

“ARTÍCULO 189. En cada Municipio funcionarán uno o varios 

Consejos de Participación Ciudadana, instancia básica, flexible y 

plural de participación ciudadana, como órganos de promoción 

y gestión social, auxiliar de los Ayuntamientos, con las 

siguientes facultades y obligaciones: 

I. Coadyuvar para el cumplimiento eficaz de los planes y 

programas municipales aprobados; 

II. Promover la participación y colaboración de los habitantes y 

vecinos en todos los aspectos de beneficio social; y 

III. Proponer al Ayuntamiento actividades, acciones, planes y 

programas municipales, o para modificarlos en su caso”. 

Por otra parte, de acuerdo con lo señalado por la autoridad 

responsable en su informe circunstanciado4, las actividades que 

desempeña la persona titular de la Inspectoría Auxiliar de la 

comunidad de San José Tetla, en el municipio de Piaxtla, Puebla, se 

relacionan con un instrumento de participación ciudadana establecido 

en el artículo 1885 de la Ley Orgánica Municipal, pues precisó:  

“…el cargo que ostenta es un instrumento de participación ciudadana 

para la supervisión de las Juntas Auxiliares en beneficio de las 

comunidades, aun y cuando el nombramiento de Inspectora involucra 

el voto ciudadano, dicho encargo no pierde su naturaleza originaria 

 
4 Documental pública con pleno valor probatorio, en términos de lo establecido en 
los artículos 358, fracción I, inciso b) y 359, primer párrafo del Código Electoral Local. 
Fojas 00053 – 00056 del expediente.  
5 Ley Orgánica Municipal. 
“ARTÍCULO 188. Para coadyuvar en los fines y funciones de la Administración 
Pública Municipal, los Ayuntamientos promoverán la participación ciudadana, para 
fomentar el desarrollo democrático e integral del Municipio”. 
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como auxiliares y su método de elección atiende a una facultad 

otorgada a los Ayuntamientos en la Ley Orgánica Municipal del Estado 

de Puebla, que da lugar a una convocatoria de participación 

ciudadana…”.   

Esa información, se robustece con el contenido del nombramiento6 

expedido el nueve de febrero de dos mil veinticinco a la promovente 

que, entre otras disposiciones, se fundó en lo establecido en el artículo 

188 de la Ley Orgánica Municipal, que corresponde al “CAPÍTULO XIX 

DE LA PARTICIPACIÓN CIUDADANA EN EL GOBIERNO”. 

De lo anterior, se tiene que la Inspectoría Auxiliar es un instrumento 

de participación ciudadana, cuya finalidad es mantener activa la 

comunicación de las necesidades de una comunidad con el 

Ayuntamiento, y en general su objetivo consiste en apoyar en aspectos 

de organización y colaboración en beneficio de los habitantes que 

representan.   

Por tanto, las actividades que llevan a cabo no corresponden al 

ejercicio de un cargo público permanente o sujeto a condiciones 

habituales de trabajo, sino que derivan de un ámbito comunitario con 

características independientes, en los que no interviene el 

Ayuntamiento, tal y como lo establece el último párrafo del artículo 189, 

de la Ley Orgánica Municipal que señala: “…En su organización, 

funcionamiento y supervisión prevalecerán los lineamientos del acto 

jurídico que los creé y sólo excepcionalmente podrá intervenir el 

Ayuntamiento”. 

Para un mayor entendimiento, cabe decir que, el concepto de 

servidores públicos se encuentra establecido en el artículo 2, de la Ley 

de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de 

Puebla que, señala: 

“Artículo 2. Son Servidores Públicos las personas que 

desempeñen un empleo, cargo o comisión de cualquier 

naturaleza, en la Administración Pública Estatal o Municipal, en 

los Poderes Legislativo o Judicial del Estado, en las Entidades de 

la Administración Pública Paraestatal, así como las personas que 

administren, manejen, recauden, apliquen o resguarden recursos 

 
6 Consultable en la foja 00036 del expediente, se refiere a una documental pública 
con pleno valor probatorio, en términos de lo establecido en los artículos 358, 
fracción I, inciso b) y 359, primer párrafo del Código Electoral Local. 
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económicos Federales, Estatales o municipales, sea cual fuere 

la naturaleza de su nombramiento o elección. 

Entonces, servidor público es toda persona que desempeña un 

empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza para el Estado; es 

decir, es aquel ciudadano investido de un cargo, empleo o función 

pública, ligado por un vínculo al régimen jurídico, como personal del 

poder público.  

Por tanto, lo infundado del agravio radica sustancialmente, en que el 

cargo de Inspectora Auxiliar que ostenta la promovente en la 

comunidad de San José Tetla, en el municipio de Piaxtla, Puebla no 

es equiparable al de las personas integrantes del Ayuntamiento, por 

tanto no es una servidora pública municipal; dado que, con 

independencia de que el cargo de Inspectora Auxiliar es resultado de 

una elección plebiscitaria realizada en la citada comunidad; lo cierto 

es que, conforme con lo previsto en el citado artículo 189, de la Ley 

Orgánica Municipal sus facultades en la comunidad consisten en 

coadyuvar para el cumplimiento eficaz de los planes y programas 

municipales, promover la participación y colaboración de los 

habitantes y vecinos en todos los aspectos de beneficio social; y 

proponer al Ayuntamiento actividades, acciones, planes y programas 

municipales, de lo que se advierte que su finalidad es otorgar 

legitimidad y confianza vecinal a las personas de la comunidad. 

De ese modo, las personas Inspectoras Auxiliares son el vínculo entre 

la población y la autoridad municipal a efecto de hacer de su 

conocimiento las necesidades, solicitudes e inquietudes de la 

comunidad, es decir, tienen el carácter de portavoces del derecho de 

petición de los integrantes de su comunidad. 

En esa lógica, el origen electivo por plebiscito de la Inspectora Auxiliar 

es insuficiente para determinar la existencia de una relación laboral 

con el Ayuntamiento; sustancialmente, porqué en principio dicho 

cargo no forma parte de la estructura administrativa municipal, 

aunado a que, no se establece una relación de subordinación, ya 
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que es inexistente un poder jurídico de mando, correlativo a un deber 

de obediencia7. 

Tal como lo indicó en su informe circunstanciado8 la autoridad 

responsable que, en lo que interesa señaló: “…Por lo que 

efectivamente se trata de un cargo de elección popular respecto de la 

junta auxiliar, en la que se permitió su participación de acuerdo a lo 

que establece la ley, sin embargo, no se trata de una relación laboral 

de subordinación, por lo que su encargo como se estableció en la 

convocatoria respectiva no están sujetos a lo establecido en el artículo 

123 y 127 de la Constitución Federal, al no encontrarse bajo esos 

supuestos por no tener los requisitos de empleado del H. 

Ayuntamiento…”.  

Por otra parte, es pertinente señalar que, si bien el artículo 127 de la 

Constitución General y 134 de la Constitución Política del Estado de 

Puebla, establecen que las personas servidoras públicas recibirán una 

remuneración adecuada e irrenunciable por el desempeño de su 

función, dichos preceptos también condicionan su existencia a que 

ésta se encuentre determinada en el presupuesto correspondiente. 

En torno a ello, la parte actora señala que ostenta un cargo como 

servidora pública; sin embargo, como ya se expuso el hecho de haber 

sido electa mediante plebiscito, no le otorga de manera automática el 

carácter de servidora pública y, en consecuencia, al no encontrarse en 

el supuesto establecido en los citados artículos 127 de la Constitución 

General y 134 de la Constitución Política del Estado de Puebla, es que 

carece del derecho de recibir una remuneración por el desempeño de 

sus funciones. 

 
7 Jurisprudencia con registro digital: 243086, de la Cuarta Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, Séptima Época, publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación. Volumen 127-132, Quinta Parte, página 117: “SUBORDINACION, 
CONCEPTO DE. Subordinación significa, por parte del patrón, un poder jurídico de 
mando, correlativo a un deber de obediencia por parte de quien presta el servicio; 
esto tiene su apoyo en el artículo 134, fracción III, de la Ley Federal del Trabajo, que 
obliga a desempeñar el servicio bajo la dirección del patrón o de su representante, 
a cuya autoridad estará subordinado quien presta el servicio, en todo lo concerniente 
al trabajo”. 
8 Documental pública con pleno valor probatorio, en términos de lo establecido en 
los artículos 358, fracción I, inciso b) y 359, primer párrafo del Código Electoral Local. 
Consultable en la foja 00055 del expediente. 
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Lo anterior, se sustenta con el contenido de la jurisprudencia P./J. 

139/2005, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con 

el rubro y texto siguientes: “PARTICIPACIÓN CIUDADANA. LOS 

ARTÍCULOS 57 Y 87 DE LA LEY RELATIVA DEL DISTRITO FEDERAL, 

AL ESTABLECER QUE LOS CONTRALORES CIUDADANOS Y LOS 

INTEGRANTES DE LOS COMITÉS CIUDADANOS COLABORARÁN DE 

MANERA HONORÍFICA, NO VIOLAN LOS ARTÍCULOS 36, FRACCIÓN IV, 

108 Y 127 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 

MEXICANOS. Si bien es cierto que de los citados preceptos constitucionales 

se advierte que todo servidor público deberá recibir una remuneración 

adecuada e irrenunciable por el desempeño de su función, empleo, cargo o 

comisión, también lo es que dicho mandato constitucional no se viola por el 

hecho de que los artículos 57 y 87 de la Ley de Participación Ciudadana del 

Distrito Federal dispongan que los ciudadanos que participen como 

contralores ciudadanos o como integrantes del comité ciudadano, realizarán 

su función de manera honorífica, en tanto que no son servidores 

públicos, sino que sólo integran instrumentos de participación ciudadana, 

que no forman parte de la administración pública del Distrito Federal” 9.  

Se insiste, el que la actora ostente el cargo de Inspectora Auxiliar no 

le genera de manera automática el derecho a recibir remuneración y 

prestaciones de seguridad social. Es decir, la disposición 

constitucional no considera el derecho a percibir una remuneración 

para todas las personas que ejerzan cargos públicos, sino que 

contempla a aquellas personas que integran el servicio público, 

expresamente reconocidas y autorizadas conforme al marco 

normativo y presupuestal que resulte aplicable. 

Lo que se robustece, en el caso, con lo señalado en el artículo 242 de 

la Ley Orgánica Municipal del Estado de Puebla que, expresamente 

dispone que el cargo de Inspectora Auxiliar es honorífico10, lo que se 

encuentra relacionado con lo establecido en el diverso 190, de la 

citada ley que prevé que, los Ayuntamientos, procurarán que en la 

integración de los organismos de participación ciudadana queden 

 
9 Tesis: P./J. 139/2005, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
Novena Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXII, 
noviembre de 2005, página 115.  
10 La Real Academia Española remite la palabra honorifico al verbo honrar, lo que 
significa: “Respetar a alguien”, “Enaltecer o premiar el mérito de alguien” “Dar honor 
o celebridad”. Consultable en: https://dle.rae.es/honrar#8vjdfjn 

https://dle.rae.es/honrar#8vjdfjn
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incluidas personas de reconocida honorabilidad, pertenecientes a los 

sectores más representativos de la comunidad.  

Aunado a que, en la “CONVOCATORIA DE PLEBISCITOS PARA LA 

INTEGRACIÓN DE LA INSPECTORÍA DE SAN JOSÉ TETLA, 

PIAXTLA, PUEBLA 2025-2028”11, en la que constan las bases del 

plebiscito mediante el que la actora fue electa; y el nombramiento de 

la promovente12, se fundaron, entre otras disposiciones en lo 

establecido en el “CAPÍTULO XXVIII DE LAS SECCIONES Y DE LOS 

INSPECTORES”, que en su artículo 242 específicamente establece 

que, el cargo de inspector de sección es honorífico. 

En torno al carácter honorífico del cargo, en el informe 

circunstanciado13 el Ayuntamiento responsable, sostuvo: “ …Así 

mismo, no se omite mencionar que durante el período en el que la C. 

GUILLERMINA GÓMEZ ANDÓN, ha ejercido el cargo de Inspectora el 

H. Ayuntamiento de Piaxtla ha realizado APORTACIONES respecto 

de sus funciones, sin embargo, estos no pueden ser establecidos 

como salarios o nómina, pero como se mencionó en líneas anteriores, 

el cargo por el que contendió es HONORÍFICO y que en la 

convocatoria respectiva se desprende dicha situación, por lo que al 

participar en la misma estaba enterada de los deberes, atribuciones y 

retribuciones que podría recibir, sin que la autoridad responsable de 

ninguna manera ha violentado su derecho a ser votado, de 

conformidad con los criterios establecido por la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación”.   

Entonces, como ya se explicó, las actividades inherentes al cargo que 

desempeña la promovente consisten esencialmente en tareas de 

colaboración, gestión comunitaria y enlace comunicativo entre la 

población y el Ayuntamiento, sin que de autos se advierta que dichas 

funciones se desarrollen bajo condiciones laborales ordinarias, tales 

 
11   Documental pública con pleno valor probatorio, en términos de lo establecido en 
los artículos 358, fracción I, inciso b) y 359, primer párrafo del Código Electoral Local. 
Fojas  000057- 000069 del expediente. 
12   Consultable al reverso de la foja 000070 del expediente, la cual se trata de una 
documental pública con pleno valor probatorio, en términos de lo establecido en los 
artículos 358, fracción I, inciso b) y 359, primer párrafo del Código Electoral Local.  
13   Documental pública con pleno valor probatorio, en términos de lo establecido en 
los artículos 358, fracción I, inciso b) y 359, primer párrafo del Código Electoral Local. 
Localizado al reverso de la foja 000055 del expediente. 
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como horarios determinados, control de asistencia, jornadas 

específicas o funciones técnicas permanentes propias de una relación 

de subordinación. 

Es así ya que incluso los recursos públicos que el Ayuntamiento 

responsable destina a la Inspectoría, se entregan bajo el concepto: 

“Apoyo económico a la Inspectoría Auxiliar de la Localidad de San 

José Tetla, perteneciente al Municipio de Piaxtla, Puebla. Esto con la 

finalidad de sufragar gastos administrativos de la localidad y seguir 

realizando mantenimientos de nuestra Inspectoría14.  

Información que se relaciona con el contenido del Acta de Entrega-

Recepción15, levantada el diecisiete de febrero de dos mil veinticinco, 

en la que aparece que, sustancialmente, la actora recibió la oficina de 

la Inspectoría Auxiliar, así como el mobiliario que se encuentra en la 

misma. 

Sin que se advierta que, se le hubieran entregado, entre otros, el 

informe de asuntos a cargo, la situación programática, la situación 

presupuestal, la situación financiera, los recursos financieros, 

materiales y humanos, el inventario de documentos y archivos, 

conforme con lo dispuesto en los artículos 7, 9 y 17 de la Ley que 

Establece los Procedimientos de Entrega-Recepción en los Poderes 

Públicos, Ayuntamientos, Órganos Constitucionalmente Autónomos y 

Públicos Paraestatales de la Administración Pública del Estado de 

Puebla; y que son los recursos que, están obligados a entregar y 

recibir los personas servidoras públicas señaladas en artículo 3, de la 

citada ley, que son aquellas que administran, manejan, recaudan, 

aplican o resguardan recursos propiedad o al cuidado de un ente 

público.  

Asimismo, tampoco asiste razón a la promovente respecto a la 

supuesta obligación del Ayuntamiento responsable de incluir en el 

presupuesto las remuneraciones y prestaciones para el cargo que 

 
14   Documentales públicas con pleno valor probatorio, en términos de lo establecido 
en los artículos 358, fracción I, inciso b) y 359, primer párrafo del Código Electoral 
Local. Consultables en las fojas 000072 - 0000104 del expediente 
15  Documental pública con pleno valor probatorio, en términos de lo establecido en 

los artículos 358, fracción I, inciso b) y 359, primer párrafo del Código Electoral Local. 
Consultable en las fojas 000182 - 000210 del expediente 
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desempeña, pues conforme con los artículos 115 y 134 de la 

Constitución General, así como al principio de legalidad del gasto 

público16 establecido en el artículo 126 de la citada Constitución 

General, toda erogación municipal debe encontrarse previamente 

sustentada en una disposición normativa que autorice su 

otorgamiento; y en el caso, como ya se señaló, es que la promovente, 

no es servidora pública por lo que, no existe incumplimiento alguno 

que sea atribuible a la autoridad responsable, consistente en la falta 

de previsión presupuestal alegada.  

Por ello, ante la inexistencia de previsión normativa y presupuestal que 

reconozca percepciones económicas obligatorias para las 

inspectorías auxiliares, el Ayuntamiento de Piaxtla, Puebla no se 

encuentra jurídicamente obligado a incorporar dentro de su 

presupuesto los conceptos reclamados por la actora. 

2) Vulneración al derecho a una justa retribución y prestaciones 

de seguridad social inherentes al cargo. 

Asimismo, al tomar en cuenta que, la promovente no tiene la calidad 

de servidora pública municipal ni forma parte de la estructura 

administrativa del Ayuntamiento de Piaxtla, es que carece del derecho 

de acceder a otras prestaciones vinculadas a la percepción de un 

salario como persona que forma parte del servicio público. 

Por ello, su agravio relacionado con la supuesta vulneración al 

derecho de acceder a prestaciones como aguinaldo, prima vacacional, 

vacaciones y beneficios de seguridad social, entre ellos la asistencia 

 
16  Para explicar el principio de legalidad del gasto público es aplicable la tesis 1a. 
CXLIV/2009, de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
Novena Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXX, 
septiembre de 2009, página 2712, de rubro y texto: “GASTO PÚBLICO. 
PRINCIPIOS RELACIONADOS CON EL RÉGIMEN PREVISTO EN EL ARTÍCULO 
126 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 
El citado precepto constitucional prohíbe expresamente efectuar pagos no 
comprendidos en el presupuesto o determinados en una ley posterior. Así, de la 
interpretación de dicha norma se advierte que salvaguarda el régimen de gasto 
público y los principios relacionados con éste, conforme a los cuales los pagos a 
cargo del Estado únicamente deben realizarse: 1) si están previstos en el 
Presupuesto de Egresos de la Federación y, como excepción, establecidos en una 
ley posterior expedida por el Congreso de la Unión; 2) ciñéndose a un marco 
normativo presupuestario, generando un control de economicidad referido a la 
eficiencia, eficacia y economía en la erogación de los recursos públicos; control que 
puede ser financiero, de legalidad, de obra pública y programático presupuestal; y, 
3) de manera eficiente, eficaz, de economía, transparente y honrado.”   
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médica, con independencia de que, algunas no se encuentran 

relacionadas con la materia electoral. 

Lo cierto es que, tales peticiones las sustenta en el derecho a recibir 

una remuneración como servidora pública, lo que como ya se explicó, 

es un carácter del que carece, ya que su desempeño como Inspectora 

Auxiliar no se encuentra expresamente reconocido y autorizado como 

parte de la infraestructura del Ayuntamiento de Piaxtla. 

Por tanto, es infundado su agravio, pues se insiste, parte de la 

premisa incorrecta de considerar que el cargo de Inspectora Auxiliar 

genera, por sí mismo, derechos inherentes al régimen laboral 

burocrático previsto en el artículo 123, apartado B, de la Constitución 

Federal, que derivan necesariamente de una relación laboral vinculada 

al ejercicio formal de un cargo público, lo que como ya se explicó no 

acontece en el presente asunto.  

Por lo que, no se advierte vulneración al artículo 5 constitucional, ya 

que el cargo de Inspectora Auxiliar deriva de una designación de 

naturaleza auxiliar y comunitaria de participación ciudadana, aceptada 

voluntariamente, por lo que es inexistente una relación laboral con el 

Ayuntamiento responsable. 

En consecuencia, al no acreditarse que la promovente forme parte de 

la estructura administrativa municipal, ni la existencia de una relación 

laboral derivada del ejercicio formal de un cargo público, aunado a que 

no existe acuerdo de Cabildo ni partida presupuestal que sustente el 

otorgamiento de las prestaciones reclamadas, tales como aguinaldo, 

vacaciones, prima vacacional y seguridad social, lo procedente es 

declarar infundados los agravios hechos valer por la promovente. 

9. RESUELVE: 

ÚNICO. Se declaran infundados los agravios de la promovente.  

Así lo resolvieron y firmaron en esta fecha, por unanimidad de votos 

y en sesión pública la Magistrada, el Magistrado en funciones y el 

Magistrado Presidente quienes integran el Tribunal Electoral del 

Estado de Puebla, ante el Secretario General de Acuerdos en 

funciones, que autoriza y da fe. 
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ejercicio de las facultades previstas en el artículo 341 del Código 

de Instituciones y Procesos Electorales del Estado y en el artículo 

15 del Reglamento Interior del Tribunal Electoral del Estado de 

Puebla. ----------------------------------------------------------------------------

-----------------------------------CERTIFICO------------------------------------ 

Que las firmas de la Magistrada, el Magistrado en funciones y el 

Magistrado Presidente que integran el Tribunal Electoral del 

Estado de Puebla, así como del suscrito Secretario General de 

Acuerdos, forman parte integrante de la resolución relativa al 

expediente identificado con la clave TEEP-JDC-014/2026, de doce 

de junio de dos mil veintiséis, en un total de diecisiete fojas en 

original, incluyendo la presente. CONSTE. ------------------------------
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